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CONFEDERACION NACIONAL DE
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       CONFENADIP 

CONFEDERACION NACIONAL DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD DEL PERU - CONFENADIP

APORTES EN TEMAS DE DISCPACIDAD A LAS RECOMENDACIONES A REALIZARSE AL ESTADO PERUANO POR EL GRUPO DE TRABAJO DE LA SESION 48 DEL COMITÉ CDESC

La CONFENDERACION NACIONAL DE DISPACITADOS DEL PERU – CONFENADIP, es una entidad que reúne a 200 organizaciones de base a nivel nacional y 22 federaciones regionales, cuyo objetivo es la integración económica y social así como la participación de las personas con discapacidad en el quehacer nacional. La Confenadip ha preparado el presente documento como aporte a las Recomendaciones a realizarse al Estado Peruano, en la Sesión de Comité CDESC.

El Gobierno peruano ha ratificado una serie de tratados internacionales y regionales de derechos humanos que reconocen el derecho al trabajo, la salud, la educación y otros derechos relacionados incluidos en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC); y el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CDESC) tuvo ocasión de examinar el informe inicial del Perú (E/1990/5/Add.29) en 1997, aprobando sus correspondientes observaciones en mayo de ese año. En su próximo período de sesiones, el CDESC examinará nuevamente la situación del Perú y, con tal motivo, la Confederación Nacional de Personas con Discapacidad (CONFENADIP) le alcanza un conjunto de preocupaciones sobre la capacidad actual de las personas con discapacidad en el Perú para disfrutar plenamente de los derechos del Pacto. 
Por ello, en primer lugar, queremos resaltar el echo que el Estado Peruano en el documento  E/C.12/PER/Q/2-4/Add.1, no da respuestas a la lista de cuestiones E/C.12/PER/Q/2-4 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en temas de discapacidad incluidos en los artículos: Articulo 6, Derecho al Trabajo; Articulo 12, Derecho a la Salud Fisica y Mental y Articulos 13 y 14 Derecho a la Educacion, articulos de Convencion De Derechos Econmicos, Sociales y Culturales.  El presente informe intenta proporcionar información sobre la situación de las personas con discapacidad en Perú y proporcionar sugerencias a ser incluidas en las Recomendaciones a ser entregadas al Estado Peruano.
1. Queremos recordar, que en concordancia con lo dispuesto en el artículo 4 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD), nuestro país se comprometió a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad (PCDs) sin discriminación alguna por motivos de discapacidad; y, en materia de derechos económicos, sociales y culturales, a adoptar medidas hasta el máximo de sus recursos disponibles y, cuando fuera necesario, en el marco de la cooperación  internacional,   para lograr,  de manera  progresiva,  el pleno  ejercicio  de  estos derechos, sin perjuicio de las obligaciones previstas en la CDPD aplicables de inmediato en virtud del derecho internacional. 
El principio de Igualdad y No Discriminación a las PCDs constituye un aspecto medular del artículo 5 de la CDPD, pero no es considerado de forma expresa en la legislación peruana. Tampoco en la elaboración de las políticas sociales o en la aprobación de presupuestos que tengan en cuenta, de manera específica, la necesidad de equiparar sus oportunidades. Desde el 2008 se han venido incluyendo en el Presupuesto General de la República programas estratégicos y sectoriales a cargo de los Ministerios de Salud, Educación, Transportes y Comunicaciones, Vivienda, Construcción y Saneamiento, Mujer y Poblaciones Vulnerables, Justicia, Interior, Producción, Agricultura, Ambiente, Poder Judicial y Ministerio Público
, pero ninguno dirigido a implementar las medidas comprometidas internacionalmente a favor de los derechos humanos de las PCDs. A ello se suma la total ausencia de indicadores sobre discapacidad en los planes de desarrollo social gubernamentales, y en los presupuestos correspondientes, lo que pone de relieve la invisibilidad de su atención. 
2   Entre los factores y dificultades que obstaculizan la aplicación del Pacto en el Perú, el CDESC destacó en 1997 que en este ámbito destacan, tanto la discriminación particularmente grave que sufren las mujeres, los pueblos indígenas y otros grupos minoritarios, como las grandes desigualdades que imperan en la sociedad peruana
. Por ello es importante destacar que las PCDs en el Perú se ven actualmente excluidas en una sociedad en la que la discriminación adopta múltiples formas. Desde las más notorias - como la negación de oportunidades educativas o laborales - hasta otras más sutiles, como la segregación y el aislamiento que provocan las barreras físicas y sociales. Ello torna importante recordar que, entre otros aspectos, los artículos 9, 20 y 21 de la CDPD demandan que los Estados creen y aseguren la implementación de normas mínimas en todos los aspectos relativos al acceso a las instalaciones y servicios abiertos al público; 
en particular, normas que garanticen a las PCds accesibilidad plena en el transporte, la información, la comunicación y otras instalaciones y servicios.

En el Perú el Reglamento Nacional de Edificaciones contiene la Norma A.120 (“Accesibilidad para Personas con Discapacidad”) que establece condiciones y especificaciones técnicas de diseño para la elaboración de proyectos y ejecución de obras de edificación y para adecuar las existentes donde sea posible con el fin de hacerlas accesibles a las PCDs. El Reglamento establece como infracción sancionable su incumplimiento de acuerdo con la Ley 27920 (Ley de Infracciones y Sanciones por incumplimiento de normas de accesibilidad); y esta, a su vez, atribuye a las municipalidades la competencia de aplicar las sanciones establecidas, destinando los   montos recaudados por concepto de multas a proyectos o programas municipales de apoyo social, laboral o educativo a favor de las PCDs, así como a programas que aseguren el cumplimiento de las normas sobre accesibilidad. 

El Consejo Nacional para la Integración de la Persona con Discapacidad (CONADIS), a su vez, constituye el órgano encargado de fiscalizar el cumplimiento de la Ley 27920, y de informar oportunamente a la municipalidad correspondiente sobre la comisión de infracciones dentro de su jurisdicción. Empero, otra ley - la Ley 29392 sobre “Infracciones y sanciones sobre incumplimiento de algunos artículos de la Ley General de la Persona con Discapacidad” - dispone que es el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social el ente encargado de ejecutar las sanciones previstas en la norma, en vez de las municipalidades, lo que hace muy difícil su ejecución a nivel nacional. La Ley 29392 refiere, asimismo, que los ingresos recaudados por multas sean destinados al CONADIS, sin considerar que existen Oficinas Municipales de Atención a las Personas con Discapacidad (OMAPEDs) presentes en todo el Perú, lo que no ocurre con las oficinas del CONADIS, y sin  embargo carecen de recursos para el desarrollo de sus funciones.

En paralelo a la expedición de estas normas, se ha instalado el Comité Técnico de Normalización de Accesibilidad al Medio Físico del Instituto Nacional de la Competencia y la Propiedad Intelectual (INDECOPI), conformado por diversas instituciones del sector público y privado con el encargo de establecer requisitos mínimos de diseño universal que deben cumplir los ambientes, equipamientos y medios de transporte para que sean aptos y ser usados por las PCDs. No obstante, el Estado no ha tomado medidas sustantivas destinadas a eliminar los obstáculos y barreras en el transporte público y los servicios de comunicación e información, tan necesarios  para facilitar el acceso al empleo de las PCDs.

3   El derecho a la educación representa un aspecto fundamental para el desarrollo de la persona humana, y aunque la Constitución peruana no reconoce explícitamente a la educación como un derecho, su artículo 13 señala que esta tiene como finalidad el desarrollo integral de la persona humana, reconoce y garantiza la libertad de enseñanza y establece que los padres de familia tienen el deber de educar a sus hijos y el derecho de escoger los centros de educación y de participar en el proceso educativo. Su artículo 15 indica que “el educando tiene derecho a una formación que respete su  identidad, así como al buen trato psicológico y físico”, y el 16 que “[e]s deber del Estado asegurar que nadie se vea impedido de  recibir educación adecuada por razón de su situación económica o de limitaciones mentales o físicas”.
El artículo 24 de la CDPD reconoce el derecho de las PCDs a la educación sobre la base de la igualdad de oportunidades con un sistema de educación inclusivo a todos los niveles y la facilitación del acceso a la enseñanza a lo largo de la vida. De acuerdo con los criterios definidos por el CDESC,   en materia   de educación se debe incluir  el derecho  de acceso  a  instituciones y programas educativos públicos con carácter no discriminatorio
. Para disponer políticas públicas que eliminen las barreras y obstáculos en este aspecto, se debe contar con información adecuada y una línea base que permita definir metas a concretar en este aspecto. No obstante, durante el último Censo Nacional de Población del año 2007 no se pudo registrar las características de la población con discapacidad porque la investigación efectuada estuvo centrada en “hogares” y no en personas. Para encontrar información sobre el acceso a la educación de las personas con discapacidad, aunque con reservas, debe verse la Encuesta Nacional Continua 2006 del INEI, según la cual la población con algún tipo de discapacidad está integrada por 2´523,034 personas, lo que representa el 8.9% de la población total, y de este universo 325,471 niños, niñas  y adolescentes con discapacidad se encuentran en edad escolar. 
A pesar de ello, de acuerdo con datos del Ministerio de Educación, sólo 42,132 personas con discapacidad están matriculadas en las distintas modalidades y niveles del sistema educativo nacional, lo que supone que, por lo menos, el 87.1% de niños, niñas y jóvenes con discapacidad en edad escolar se encuentran fuera del sistema educativo. Asimismo, el número de alumnos con discapacidad matriculado en los diferentes niveles de la educación especial es todavía mayor al de estudiantes incluidos en las demás modalidades del sistema. Es decir que no avanza la estrategia de educación inclusiva en el Perú.
El año 2007 la Defensoría del Pueblo realizó una supervisión en 82 instituciones educativas regulares públicas del nivel Primaria en todos los departamentos del país para evaluar la implementación de la política educativa inclusiva de niños y niñas con discapacidad diseñada por el Ministerio de Educación. En base a la investigación realizada, la Defensoría del Pueblo presentó el Informe Defensorial 127
 observando el casi nulo avance del plan piloto de educación inclusiva, proponiendo recomendaciones para su implementación.

En el Presupuesto Nacional del año 2010 no se incluyo cifra alguna para las actividades de educación inclusiva; destinándose apenas S/. 2, 104,648.00  para las escuelas de educación especial, lo que representa apenas el  0.05% del presupuesto total del Ministerio de Educación, ascendiente a  S/4, 111,262,739.00, graficando de manera concreta la exclusión de esta del sistema educativo nacional.
4 
El artículo 22 de la Constitución reconoce a trabajo como un deber y un derecho, base del bienestar social y medio de realización de la persona. Su artículo 23, señala que el trabajo, en sus diversas modalidades, es objeto de atención prioritaria del Estado, el cual protege especialmente a la madre, al menor de edad “y al impedido que trabaja”. Señala, asimismo, que el Estado promueve condiciones para el progreso social y económico, en especial mediante políticas de fomento  del  empleo  productivo y  de  educación  para  el  trabajo;  y que  ninguna relación laboral puede limitar el ejercicio de los derechos constitucionales, ni desconocer o rebajar la dignidad del trabajador. El artículo 24 de la CDPD, por su parte, reconoce el derecho de las PCDs a trabajar y ganarse la vida en un mercado de trabajo y un entorno laboral abierto, inclusivo y accesible, incluso en el caso de las personas que adquieran una discapacidad en el desempeño de su empleo. Para garantizar este derecho no basta con hacer frente a la discriminación, sino que también es imprescindible combatir otras barreras al trabajo, por lo que los Estados deben apoyar activamente la integración de las PCDs en el mercado laboral ordinario y desarrollar políticas que promuevan y regulen disposiciones laborales flexibles y alternativas que permitan atender razonablemente las necesidades de los trabajadores con discapacidad
.
A pesar de existir en el Perú un marco legal dirigido a promover y proteger el derecho de las PCDs a acceder a un empleo en condiciones adecuadas y dignas, la realidad dista mucho de reflejar estos avances normativos y la mejor muestra de 
ello es que las políticas públicas de promoción laboral de las PCDs no cubren siquiera al 1% de este colectivo laboral.

Existen en el Perú serias barreras de accesibilidad física y de movilidad - especialmente en el ámbito del transporte, pero también en los propios establecimientos laborales - que limitan la libre circulación de las personas con discapacidad y, por ende, constriñen severamente sus oportunidades de accesibilidad a los puestos de trabajo y las oportunidades laborales de las que, de otro modo, podrían perfectamente beneficiarse. A lo anterior se suma que no existe una política seriamente estructurada y coordinada al interior del Estado que contemple sistemáticamente actividades para promover el empleo y la generación de ingresos de las PCDs a través de otras alternativas como negocios o empresas de diverso tipo, o el diseño de políticas de concertación y comunicación dirigidas a sensibilizar al sector privado para la inclusión laboral de las PCDs; o que prevean la eliminación consistente de las barreras de accesibilidad física y del transporte que permitan la movilidad de las PCDs hacia sus centros de trabajo. Los organismos estatales no cumplen con la obligatoriedad legal de incluir un 3% de personas con discapacidad en sus planillas de empleo
; lo que no las sitúa en una condición apropiada para sensibilizar al empresariado privado a que también lo realice.
5 
El artículo 17 de la Convención establece el derecho de toda persona con discapacidad a que se respete su integridad física y mental. Para asegurar este derecho los Estados deben adoptar medidas para proteger a las personas con discapacidad de tratamientos médicos (o de otra índole) administrados sin el consentimiento pleno e informado de la persona discapacitada; proteger a las niñas y mujeres de la esterilización o aborto forzados; garantizar la existencia, composición y funcionamiento de organizaciones de exámenes independientes que se encarguen de garantizar el cumplimiento de este derecho, a través de diversos programas y medidas.

Las disposiciones señaladas en los artículos 14 al 18 de la Convención, leídas de manera articulada, se relacionan de manera especial con el trato a las personas con discapacidad psicosocial e intelectual. Por ello, constituye un gran reto para el Perú el reconocimiento y ejercicio pleno de sus derechos civiles. 

A este respecto, la Defensoría del Pueblo realizó una supervisión el año 2004, orientada a determinar la situación de las personas con discapacidad psicosocial, 
internadas en los establecimientos de salud mental
. Mediante ella se constato que los servicios de salud mental en nuestro país responden prevalentemente a un modelo de atención intramural o ultra institucionalizado. Modelo que restringe la atención de los problemas psíquicos de un modo aislado del entorno socio ambiental. Se trata de un modelo médico, no social; y, en esa medida, constituye un modelo contrario al enfoque de derechos de las personas con discapacidad psicosocial puesto que se trata de un modelo que pretende rehabilitar aislando a las personas de su propio entorno familiar y comunal. No existiendo en la actualidad voluntad política para disponer recursos alternativos extra hospitalarios insertos en la comunidad, que sirvan de base para implementar el modelo de rehabilitación comunitaria.

Al respecto, la supervisión realizada por la Defensoría del Pueblo de mayo a diciembre de 2004, aplicada en seis establecimientos del Ministerio de Salud (MINSA) y dos de ESSALUD, le permitió constatar la existencia de los siguientes problemas:
a) La ausencia del consentimiento de los/las pacientes para su internamiento y la inexistencia de formatos de hospitalización. Algunos ni siquiera cuentan con formatos de hospitalización que puedan ser utilizados por los familiares. 

b) La falta de verificación sobre la existencia de un/a curador/a al momento del internamiento

c) La carencia de un órgano de revisión de las órdenes de internamiento

En relación al derecho a un trato digno, el informe observó que las instalaciones de tres de los seis establecimientos del MINSA supervisados (Hospital Hipólito Unanue, Hospital Víctor Larco Herrera y CREMI) eran bastante deficientes y se encontraron  en mal estado.

De otro lado, la Defensoría del Pueblo detectó un considerable número de pacientes institucionalizados/as en situación de “N.N.” o que carecía de documento nacional de identidad; y que la evaluación médica de los pacientes se realizaba de manera irregular. En cuanto al personal que quedaba a cargo de los servicios después de las dos de la tarde (turnos de tarde y noche), por lo general, éste resultaba insuficiente. En el momento de la supervisión de la Defensoría del Pueblo, sólo el Instituto Honorio Delgado–Hideyo Noguchi, el Hospital Valdizán, el 
Hospital Rebagliati y el servicio de pacientes agudos del Hospital Larco Herrera, contaban con un número de auxiliares de enfermería que permitía cubrir las necesidades del servicio.

En general, los protocolos de atención prevén únicamente la necesidad de solicitar el consentimiento informado de los/las familiares de los/las pacientes, que no se cumplen; y pocas veces se considera el derecho de los/las pacientes a recibir información y a dar su propio consentimiento. Tampoco se alude a la necesidad de respetar su privacidad y admitir los pedidos que pudieran formular para someter las decisiones médicas a una segunda opinión, entre otros derechos. 

Ninguno de los hospitales que emplea la terapia electro convulsiva (ECT) la practica con anestesiólogos y relajantes musculares, salvo en casos excepcionales, sobre todo, cuando se trata de ancianos o personas con riesgo de fracturas y/o de hemorragia endocraneana. De los seis establecimientos donde se practica la ECT, únicamente el Instituto Honorio Delgado–Hideyo Noguchi y el Hospital Valdizán poseen equipos modernos, abastecidos con mecanismos que permiten controlar la intensidad y el tiempo de las descargas de corriente alterna, y controlar sus efectos electroencefalográficos. Los demás hospitales practican dicha terapia con equipos antiguos, de más 20 años, e incluso con equipos “artesanales”, los que ofrecen mayores probabilidades de fallas en el procedimiento y de efectos adversos en los/las pacientes.

Con relación al respeto  al derecho a la privacidad, la Defensoría del Pueblo tomó conocimiento que en el Hospital Honorio Delgado el personal de enfermería permanece presente durante las visitas de los/las familiares. Ello, según explicó el personal de salud, tiene por objeto tomar conocimiento del tipo de relación que existe entre los/las pacientes y sus familiares. Según se señaló, luego de la visita se explica a los/las familiares cómo deben hacer para relacionarse con los/las pacientes; y se les informa sobre los motivos por los cuales éstos/as adoptan determinadas conductas.
Respecto a la posibilidad que tienen los/las pacientes de mantener comunicaciones privadas mediante los servicios de correspondencia, la Defensoría del Pueblo pudo constatar que en ninguno de los hospitales supervisados los/las pacientes pueden enviar cartas.
Mental Disability Rights International (MDRI) y la Asociación Pro Derechos Humanos (APRODEH) realizaron una investigación entre  octubre del 2002 y febrero del 2003 sobre la situación de la salud mental en el Perú
, encontrando varias violaciones graves a los derechos humanos de las personas con discapacidad mental; entre ellas, trato inhumano y degradante al interior de las instituciones; discriminación en la provisión de los servicios sociales y de salud; incumplimiento del consentimiento informado; y violaciones al derecho a la integración comunitaria, entre otras. 
La investigación mencionada señala que las familias pueden jugar un rol importante en lograr la integración comunitaria, sin embargo, sin los servicios y el apoyo apropiados, las familias serán incapaces de facilitar la integración comunitaria real de sus familiares con discapacidad. 

En su “Informe Adición, Misión al Perú” (E/CN.4/2005/51/Add.3)
 presentado por el Sr. Paul Hunt, Relator Especial sobre el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental, acuso, en referencia a la Salud Mental en nuestro país, la existencia de importantes disparidades entre los objetivos oficiales y las obligaciones nacionales e internacionales de nuestro país en materia de derechos humanos, por un lado, y la realidad de los servicios sanitarios que se prestan a las personas con discapacidad sicosocial, por otro. Observó, asimismo, que la prestación de servicios de salud mental está muy centralizada, de modo que es inaccesible para una gran parte de la población, proporcionada mayoritariamente en grandes instituciones psiquiátricas, lo que deniega a las personas con discapacidad sicosocial los derechos a ser tratados y atendidos en comunidad en la que viven, así como de vivir y trabajar en ella, en la medida de lo posible.

El Relator Especial también mostró preocupación por la vulnerabilidad de los usuarios de los servicios psiquiátricos; en particular, los que están internados en grandes hospitales psiquiátricos, que sufren la violación de varios de sus derechos humanos al ser atendidos en ellos. Al visitar el Hospital Víctor Larco Herrera y presenció algunos de estos problemas; asimismo, obtuvo información sobre prácticas y condiciones en otras instituciones que, al parecer, están reñidas con el derecho a la salud y otros derechos humanos.

Una situación especialmente grave en este campo se ha presentado al promulgarse la Ley Nro. 29737 que, a través de una modificación a la Ley General de Salud introducida por su artículo 1
, permite el internamiento involuntario de personas con trastornos mentales, sin fijar los supuestos en que esto se podría dar, delegando tales precisiones a lo que diga un reglamento que aun no ha sido aprobado.  Dicha disposición contraviene frontalmente lo establecido por la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad en sus artículos 12 y 17 referidos al derecho de las personas con discapacidad a la igualdad ante la ley y a que se respete su integridad física y mental en igualdad de condiciones con las demás personas, respectivamente. 

RECOMENDACIONES 

1. Adoptar medidas para asegurar que el principio de Igualdad y No Discriminación a las PCDs se refleje en su Presupuesto General y políticas sociales, así como mediante qué indicadores sobre discapacidad tiene proyectado medir los avances en esta materia. 

2. Remover las barreras físicas y sociales que dificultan el acceso de las PCDs a las instalaciones y servicios abiertos al público; Garantizar la plena accesibilidad de las personas con discapacidad a todas las instalaciones de carácter cultural y/o deportivo, en especial en todas aquellas que se benefician de apoyos públicos, los mismos que deben condicionarse a la implementación de planes de accesibilidad. Y, en particular, que normas, medidas y presupuestos tiene previstos aplicar para garantizar su acceso pleno en el transporte, la información y la comunicación, tanto en zonas urbanas como rurales. 
3. Destinar recursos presupuestales suficientes para lograr avances en el proceso de la inclusión escolar de los niños, niñas y jóvenes con discapacidad. Los aspectos prioritarios a atender deben ser, en este aspecto, la promoción del derecho a la educación inclusiva de todos los niños y adolescentes con discapacidad; la capacitación técnica y sensibilización del personal docente de 
educación regular y especial, en particular en torno al trato del alumno con discapacidad y los procedimientos de enseñanza, así como las adecuaciones curriculares pertinentes: el desarrollo de una formación laboral para las y los jóvenes con discapacidad de acuerdo con sus capacidades, vocación y la demanda del mercado de trabajo.  

4. Implementar medidas para promover el empleo y la generación de ingresos de las PCDs, sensibilizar al sector privado para la inclusión laboral de las PCDs, eliminar de manera consistente las barreras de accesibilidad física y del transporte que limitan permitan la movilidad de las PCDs hacia sus centros de trabajo, y la forma como los organismos estatales cumplirán con la obligatoriedad legal de incluir un 3% de personas con discapacidad en sus planillas de empleo.

5. Prever la disponibilidad de recursos alternativos extra hospitalarios, premunidos de los correspondientes presupuestos e insertos en la comunidad, que sirvan de base para implementar el modelo de rehabilitación comunitaria para las personas con discapacidad psicosocial. El proceso de comunitarizacion de los servicios debería ir acompañado de un rediseño de los servicios actualmente existentes - lo que incluye que sean brindados con el consentimiento previo e informado de las personas con discapacidad mental/psicosocial,– que se prevenga toda privación de la libertad fundada en la discapacidad.

6. Con el propósito de impedir que se produzcan casos de explotación, violencia y abuso en perjuicio de las personas con discapacidad, se debe asegurar que todos los servicios y programas al servicio de estas sean supervisados por un organismo independiente, conformado por la Defensoría del Pueblo y los organismos nacionales de derechos humanos. Entre otros aspectos, dicho organismo debe encargarse de vigilar de manera permanente el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad psicosocial internadas en los centros hospitalarios. En el mismo sentido, debe derogarse la disposición de la Ley Nro. 29737 que permite el internamiento involuntario de personas con trastornos mentales sin fijar los presupuestos en que esto se puede dar, violando con ello su derecho a la igualdad ante la ley y a que se respete su integridad física y mental en igualdad de condiciones con las demás personas.
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� Ver al efecto Disposición Complementaria Final Sexagésima Sétima de la Ley Anual de Presupuesto 2011 en http://www.municipioaldia.com/facipub/upload/fpmod_calendario/fileeventos/531/leypresupuesto2011.pdf


� Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. E/C.12/1/Add.14, 20 de mayo de 1997. Párr. 12.f.
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� Ley Nº 28164 QUE modifica diversos artículos de la Ley Nº 27050, Ley General de la Persona con Discapacidad (Ley Nº 27050), art. 33.


� Defensoría del Pueblo, Informe Defensorial Nº 102, �HYPERLINK "http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/defensoriales/informe_102.zip" \t "_blank"�Salud mental y derechos humanos: La situación de los derechos humanos de las personas internadas en establecimientos de salud mental.�


� Ver en �HYPERLINK "http://www.aprodeh.org.pe/public/biblioteca_virtual.htm"�http://www.aprodeh.org.pe/public/biblioteca_virtual.htm�


� En �HYPERLINK "http://www.ohchr.org/SP/countries/LACRegion/Pages/PEIndex.aspx"�http://www.ohchr.org/SP/countries/LACRegion/Pages/PEIndex.aspx�





� Ley Nro. 29737, publicada en el diario oficial El Peruano del 6 de julio de 2011, mediante la cual se modifica el artículo 11 de la Ley 26842, Ley General de Salud, referido a la salud mental; y regula los procedimientos de internamiento de las personas con trastornos mentales en los siguientes términos: “Artículo 1. Modificación del artículo 11 de la Ley 26842, Ley General de Salud Modificase el artículo 11 de la Ley 26842, Ley General de Salud, en los términos siguientes: "Artículo 11. Toda persona tiene derecho a la prevención, recuperación, rehabilitación y promoción de su salud mental. El alcoholismo, la farmacodependencia, los trastornos psiquiátricos y los de violencia familiar, social y política se consideran problemas de salud mental. La atención de la salud mental es responsabilidad primaria de la familia y del Estado. Además de los procedimientos y derechos establecidos en el artículo 15, en el tratamiento a las personas que acceden a los servicios de salud mental se considera lo siguiente: (…) c. La posibilidad de realizar el internamiento involuntario de acuerdo con los procedimientos establecidos en el reglamento de la presente Ley.”








